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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 828/2017-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE SAN LUIS POTOSI Y OTRAS.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a  catorce de febrero de dos mil dieciocho.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 828/2017-3, promovido por **********contra actos del Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de San Luis Potosí, y la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de nueve de mayo de dos mil diecisiete, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda al Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de San Luis Potosí y la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por la nulidad  del siguiente acto: “La resolución determinante del crédito fiscal **********de fecha**********...”; de la cual tuvo conocimiento el 27 de abril de 2017..-  así mismo en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera.-Mediante proveído de trece de junio de dos mil diecisiete, se tuvo por contestando a la autoridad demandada, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación para que manifieste lo que a su derecho corresponda y amplié su escrito inicial de demanda, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes..- Por auto de fecha  veintisiete de junio de dos mil diecisiete, se tiene a la parte actora por interponiendo ampliación de demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada con la misma para que manifestar lo que a su derecho corresponde..- Por auto de fecha veintiocho de agosto de dos mil diecisiete, se tiene por contestando a autoridad demandada la ampliación de demanda, se tiene por ofreciendo las pruebas de ambas partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final, la cual tuvo verificativo el diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de ofrecidas por las partes; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se citó para resolver..-Por auto de fecha  dos de octubre de dos mil diecisiete, se ordena regularizar el procedimiento para el solo efecto de requerir a la parte actora para que precise si también señala como autoridad demandada al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien es quien suscribe el acto administrativo que se le dio a conocer en el oficio de contestación de demanda en el presente juicio de nulidad, en caso de ser afirmativo, exhiba una copia de su escrito de demanda, a fin de correr traslado a la citada autoridad; apercibida que en caso de incumplir con el presente requerimiento, se resolverá lo que en derecho corresponda..- Por auto de fecha  seis de noviembre de dos mil diecisiete,  se tiene a la parte actora por señalando como autoridad demandada al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, se ordenó corres traslado con la copia de demanda y de su ampliación para que produzca su contestación en este juicio..-Por proveído de fecha nueve de enero de dos mil dieciocho,  se tiene por contestando la demanda y su ampliación al Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí se ordenó correr traslado al actor  con su escrito de contestación  y se fijó el veintiséis de enero de dos mil dieciocho para la audiencia final, la cual tuvo verificativo el diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de las partes; en etapa de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes;  y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis”, mediante Decreto número 603 del diez de abril de dos mil diecisiete; y en el caso de este expediente le compete conocer y resolver al tratarse de la nueva autoridad facultada en la materia, conforme a lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esto es, acorde con las disposiciones aplicables de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, vigente al momento de iniciado el procedimiento jurisdiccional, hasta su conclusión definitiva.

Por tanto, la competencia para resolver se ubica en el artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 3º, 4º, 18 fracción I y 19 fracción I y III, 93 y 96  de la  Ley de Justicia Administrativa del Estado, al tratarse específicamente de una controversia de naturaleza fiscal suscitada entre particular y una autoridad del Poder Ejecutivo de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; quien acreditó su interés jurídico en términos del artículo 49 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, con la presentación del Crédito Fiscal relativo a la Determinación de Multas por Infracciones No.********** de fecha **********, derivado del requerimiento número **********, emitido por el Director General de Ingresos de las Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, visible en fojas 24 a la 30 de este sumario.
La personalidad del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, quien compareció en representación de las demandas, quedo acreditada a través de la copia certificada de su nombramiento que obra a foja 126 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35 de la ley de Justicia Administrativa del Estado.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de los siguientes actos; del escrito inicial de demanda lo constituye el Crédito Fiscal  ********** relativo a la Determinación de Multas por Infracciones de fecha **********, derivado del requerimiento número **********, emitido por el Director General de Ingresos de las Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, que constituye el acto impugnado, visible en fojas 24 a la 30 de este sumario; documento que exhibe la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 63 fracción IX y 64 fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; Del escrito de ampliación de demanda, lo constituye el Requerimiento de obligaciones omitidas número**********de fecha  **********  emitida por el Director  General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, visible a fojas 129 de este sumario, en el cual requieren  a la parte actora, por el cumplimiento de las obligaciones omitidas de las Declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP), y el Acta de Notificación del Requerimiento en comento, practicada el día **********, así como su correspondiente citatorio del día anterior; los cuales fueron exhibidos por la autoridad demandada en este juicio.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 46 y 47 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las diversas autoridades demandadas el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de San Luis Potosí, y la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, al producir su respectiva contestación de demanda, hicieron valer la  excepción de Falta de Legitimación Pasiva en virtud de que ninguna de los actos que señala como impugnados fueron emitidos por la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado; a ese respecto debe decirse que no es procedente, ello es así, ya que contrario a lo que  afirma la demandada, se obtiene de los actos reclamados que si  bien no fueron emitidos directamente por la propia Secretaria de Finanzas del Estado como tal, lo es que si fueron suscritos por las Unidades Administrativas con que cuenta para el despacho de su competencia, y ejecutar sus atribuciones fiscales, conforme el Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas en sus artículos 1°, 2° y 3°, razón por la cual es improcedente esta excepción.

Asimismo se obtiene que también opusieron la  excepción de Carencia de Derecho, que funda en que la actora no cuenta con el derecho para peticionar la nulidad de las multas que le impusieron, toda vez que se encuadran perfectamente en la hipótesis normativa para su imposición. A ese respecto, cabe señalar que dicha excepción debe desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  respecto del pago espontaneo que efectuó a la demandada, que son precisamente los actos que impugna el promovente en este juicio. 

Asimismo se tiene que en su escrito de contestación de ampliación de demanda que obra a fojas 173 a la 220 de este sumario, no opusieron excepción alguna, sin embargo interpusieron las causales de sobreseimiento respecto de la secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de la cual esta Sala Unitaria ya se pronunció en párrafos que anteceden respecto de la improcedencia de esta. 

Señalan que se le notificó al actor le requerimiento de obligaciones omitidas número**********con fecha**********en el domicilio de la  contribuyente con todas las formalidades  que se establece en el artículo 73 del Código Fiscal para el Estado de San Luis Potosí,  respecto de la notificación. Afirmaciones que constituyen materia del fondo del asunto,  y por tanto deben ser analizadas al resolver esta controversia. 

Por otra parte se tiene a la diversa demandada el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que al producir su respectiva contestación de demanda, no opuso excepciones; manifestando que el acto se encuentra debidamente fundado y motivado; argumentaciones que constituyen materia del fondo del asunto,  y por tanto deben ser analizadas al resolver esta controversia.
Sirve de apoyo  a lo anterior el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

Del examen general practicado al sumario, esta Sala no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar  de oficio. 
QUINTO.-  La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   los  que se  advierten en su escrito inicial de demanda a fojas 3 a la 22 de este sumario, y del escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 150 a la 169, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 
Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Por otra parte, se procede al estudio del Segundo concepto de Impugnación que hace valer el promovente en su escrito inicial de demanda, y del Tercero de su escrito de ampliación de demanda, de los cuales se desprenden se encuentran controvirtiendo la competencia del Director  de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, que emitió el Requerimiento de obligaciones omitidas número**********de fecha ********** visible en  fojas 128 y 129 de este sumario, que constituye el origen del Crédito Fiscal impugnado, el cual es primordial resolver en razón de que versa sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado; la cual es primordial resolver por ser presupuesto procesal que debe analizarse antes del estudio de fondo del asunto.
Concepto de impugnación del escrito inicial de demanda que en la parte que interesa refiere: 

“SEGUNDO.-  La resolución  impugnada resulta ilegal, toda vez que la misma tiene su apoyo en un requerimiento de obligaciones fiscales el cual fue emitido por la autoridad sin contar con facultades para ello.”
“…Como se aprecia de la motivación del acto impugnado esta tiene su origen en el requerimiento de obligaciones fiscales **********,  lo cual es totalmente ilegal, pues como ya se dijo no existe artículo en la ley que faculte a la hoy demandad (sic) a emitir un requerimiento al contribuyente mediante el cual le solicite el cumplimiento de sus obligaciones fiscales omitidas.”
“…Por tanto resulta  improcedente la sanción impuesta con fundamento en el requerimiento de obligaciones (…),  toda vez que dicho documento no puede servir de base para sancionar a los particulares, al haber sido emitido por la demandada sin contar con facultades para ello.”

“Así las cosas, solicito se declare la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada toda vez que la misma es fruto de un acto viciado desde su origen.”

Concepto de impugnación Tercero del escrito de ampliación de demanda que en la parte que interesa refiere: 

“TERCERO.-El requerimiento de obligaciones que da vida a la resolución impugnada, resulta ilegal toda vez que dicho documento fue emitido por la autoridad sin contar con facultades para ello.”

“…Se dice lo anterior, ya que no existe dispositivo legal en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que le otorgue facultades a la hoy demandada para requerir el cumplimiento de obligaciones fiscales omitidas por los contribuyentes.”
“…En efecto, del análisis que esa H. Sala realice al articulada del Codigo Fiscal del Estado de San Luis Potosí, podrá constatar que dicha norma no contempla algún artículo que le permita a la autoridad fiscal emitir requerimientos mediante los cuales pueda exigir el cumplimiento de obligaciones fiscales por los contribuyentes, tal y como lo hizo en el presente caso.”

“…No es obstáculo para señalar lo anterior el que la demandada hubiera fundado el requerimiento de obligaciones, en el artículo 55 y 63 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ya que dichos numerales solo facultan a la demandada a requerir  documentación con el fin de iniciar el ejercicio de sus facultades de comprobación y revisar la Contabilidad de los contribuyentes y no así para requerir solamente el cumplimiento de una obligación fiscal como lo es el presente caso...”

Conceptos de impugnación que resultan fundados y suficientes para decretar la nulidad del acto que se combate.
Toda vez que tal como lo hace valer, la competencia de la autoridad emisora del requerimiento número **********de fecha********** el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que obra a fojas 128 y 129 de este expediente;  debe estar señalada de manera expresa en dicho acto administrativo, puesto que tratándose de la competencia de la autoridad, esta debe ser clara y específica, con la finalidad de cumplir con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, esto es, resulta necesario que la autoridad demandada haya precisado en forma exhaustiva su competencia citando en su caso, el apartado, artículo, párrafo, fracción, inciso o subinciso.

Sirve de apoyo el siguiente criterio de jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Página: 310, que dice: 
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, por razón de materia, grado y territorio.”

Lo anterior se desprende, del análisis del contenido del Requerimiento de obligaciones en cuestión y que constituye el origen a la resolución impugnada del que se obtiene que la autoridad demandada fue omisa en invocar artículo del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas que le da existencia y competencia para llevar a cabo las facultades conferidas en el Acuerdo mediante el cual se delegan facultades contenidas en el Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, a favor del Director de Recaudación y Política Fiscal, de fecha 11 de abril de 2016, publicado en el Periódico oficial del Estado el día 19 de abril siguiente.  

Para una mayor comprensión del presente estudio, se estima necesario realizar la transcripción en la parte que nos interesa, del Requerimiento de Obligaciones omitidas en comento, emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que obra a fojas 129 de este expediente;
“…SE LE REQUIERE PARA QUE CUMPLA CON LAS OBLIGACIONES SEÑALADAS, CONCEDIENDOLE UN PLAZO DE 15 DIAS HABILES COMPUTADOS A PARTIR DEL DIA HABIL SIGUIENTE A AQUEL EN QUE FUE EFECTUADA LA NOTIFICACION DEL PRESENTE REQUERIMIENTO, CON FUNDAMENTO EN LOS ARTICULOS 63 FRACCIONES II Y III,  46, 47, FRACCION VI, 48, 55, FRACCION II, DEL CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI EN VIGOR, 20, 21, 24 Y 25 DE LA LEY DE HACIENDA PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, VIGENTE, ARTICULOS 33 FRACCIONES V, VII Y XII DE LA LEY ORGANICA DE LA ADMNISTRACION PUBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI EN VIGOR; 47 FRACCION III, 48 Y 52 DEL CODIGO FISCAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI EN VIGOR; ARTICULOS 1°, 3° FRACCION II Y ULTIMO PARRAFO, 14 FRACCIONES X, XI, XII, XVI Y XXXII DEL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, PUBLICADO EN LA EDICION EXTRAORDINARIA DEL PERIODICO OFICIAL DE DICHA ENTIDAD EL 07 DE MAYO DE 2005; MODIFICADO MEDIANTE DECRETOS PUBLICADOS EN LAS EDICIONES EXTRAORDINARIAS DEL MISMO ORGANO OFICIAL DE DIFUSION, LOS DIAS 17 DE JUNIO DE 2006, 16 DE JULIO 2011 Y 19 DE ENERO 2016. ASI COMO CON FUNDAMENTO EN EL ARTICULO PRIMERO Y SEGUNDO DEL ACUERDO ADMINISTRATIVO MEDIANTE EL CUAL SE DELEGAN FACULTADES CONTENIDAS EN EL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI, A FAVOR DEL DIRECTOR DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL, DE FECHA 11 DE ABRIL DEL 2016 Y PUBLICADO EN EL PERIODICO OFICIAL DEL ESTADO EL 19 DE ABRIL DEL 2016…”

Disposiciones legales plasmados por la autoridad demandada en el acto que se analiza, de los cuales se destacan los artículos que establecen lo siguiente:

“LEY ORGÁNICA DE LA ADMNISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

“…V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

“…VII. Ejercer las atribuciones derivadas de los convenios fiscales que celebre el Gobierno del Estado con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, con los Gobiernos Municipales y con los organismos públicos y privados;

“…XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado;”

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.

“…Artículo 1º. La Secretaría de Finanzas, como Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.

“…Artículo 3º. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaría de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

1.-“La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la:(…) 

“…La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.”   

“Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos:

“…X. Vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y federales, así como de los convenios y acuerdos relacionados con el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal; 

“…XI. Ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos; 

“…XII. Ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación, así como los dictámenes que formulen los contadores públicos, de los Estados Financieros de los contribuyentes, con el propósito de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; así como anular unilateralmente las órdenes y requerimientos emitidos, cuando proceda legalmente;

“…XVI. Imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativos en materia tributaria;”

ACUERDO ADMINISTRATIVO MEDIANTE EL CUAL SE DELEGAN FACULTADES CONTENIDAS EN EL REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI.

“…PRIMERO.- Se delegan a favor del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas las atribuciones que a favor del Director General de Ingresos establece el artículo 14 y 14 bis del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, publicado el día 07 de mayo de 2005, Edición Extraordinaria, en el Periódico Oficial del Estado Libre Soberano de San Luis Potosí, reformado segundo publicación en el mismo órgano de difusión los días 17 de junio de 2006, 16 de julio de 2011 y 19 de enero de 2016. 

“…SEGUNDO. - La delegación de las facultades contenidas en el presente acuerdo, no impide su ejercicio por parte del Director General de Ingresos y se confieren con la misma competencia territorial para que las ejercite en todo el Estado de San Luis Potosí.”
De los artículos anteriormente mencionados, se desprende las siguientes consideraciones: 

1.-  Que le corresponde a la Secretaría de Finanzas, el despacho de diversos asuntos, entre los que se encuentran la de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales. 
2.- Que dicha Secretaría de Finanzas, contará para el despacho de los asuntos de su competencia con diversas unidades administrativas, entre las que se encuentran la Dirección General de Ingresos.

3.-  Señala las funciones de la Dirección General de Ingresos, entre las que se encuentran, la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales, estatales y federales, así como de los convenios y acuerdos relacionados con el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal; ejercer las facultades de comprobación contenidas en las disposiciones fiscales, tanto estatales como federales, en términos de los convenios respectivos y, la de ordenar y suscribir los documentos que tengan por objeto practicar visitas domiciliarias, requerimientos y revisiones de documentación; e imponer sanciones por infracciones a los ordenamientos normativas en materia tributaria; y,

4.- Si bien es cierto, se invocó el artículo 3  fracción II, y su último párrafo del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, también lo es que con dicha fracción y párrafo, sólo se demuestra la existencia de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, así como de la circunscripción territorial en que las autoridades de la Secretaría de Finanzas ejercerán su competencia. 

 
5.- Por último, que en el Acuerdo Administrativo invocado, se delegan a favor del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas, las atribuciones que a favor del Director General de Ingresos se establecen en el artículo 14 y 14 bis del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas.

Conforme a las anteriores consideraciones, resulta insuficiente la fundamentación de la competencia de la autoridad demandada, toda vez que de ninguno de los fundamentos invocados, se desprende la existencia y competencia de la autoridad emisora del requerimiento de obligaciones cuestionado. 

Por otra parte, suponiendo sin conceder que con el señalamiento de la fracción II del artículo 3° del Reglamento Interior invocado se hubiera pretendido dar cumplimiento a la obligación para fundar su competencia, es preciso señalar que al tratarse de una disposición compleja, que contempla diversos incisos en los que se determina el nombre de las autoridades que dependen de la Dirección General de Ingresos, se debió precisar de manera exacta, a cuál de ellas se hacía referencia.

Conforme al anterior análisis, como lo aduce el actor, la autoridad emisora del requerimiento, fue omisa en señalar dentro del citado requerimiento, el artículo del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que establece la existencia y competencia de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas para así, verificar dentro de dicho dispositivo, si efectivamente estaba facultada para recibir la competencia que le había sido conferida por medio del acuerdo delegatorio ya citado.
Se dice lo anterior, ya que sólo así la Dirección de Recaudación y Política Fiscal, que es la autoridad que se atribuye la emisión del requerimiento de  obligaciones que dio origen al acto impugnado, estaría en condiciones de atender los asuntos que le señalen las leyes, decretos, acuerdos, reglamentos y manuales, pues de ello dependería que dicha autoridad estuviera facultada para recibir la competencia que le es conferida por medio del Acuerdo Administrativo, mediante el cual se delegan facultades contenidas en el Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, de ahí la necesidad de que fuera plasmado en el requerimiento materia de esta controversia, el fundamento legal en forma específica, para que el particular, se imponga de que efectivamente, la autoridad que emite el acto de molestia, en este caso el requerimiento citado, está facultada para hacerlo.

Por lo tanto, aunque se señaló en el requerimiento en disenso los diversos artículos analizados previamente, así como el Acuerdo delegatorio invocado, ello resulta insuficiente para tener por colmada la irrenunciable obligación de la autoridad de fundar su competencia, para estar en aptitud legal para aceptar y atender dicha facultad. 

Cabe destacar que la delegación de facultades, consiste en la competencia propia de un órgano superior de la administración pública a favor de un órgano inferior y que, para el perfeccionamiento del acto delegatorio, se requiere la reunión de varios requisitos de índole legal, entre otros, la existencia de dos órganos, el delegante y el delegado. 

Esto es,  la titularidad por parte del primero de dos facultades, una que será transferida y otra la de delegar y la aptitud del segundo para recibir una competencia por la vía de la delegación, tales requisitos son necesarios para la emisión del acuerdo delegatorio cuya justificación y alcance se hallan en la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, sin que en el presente caso así haya sucedido.

Sirve de apoyo a lo anterior los siguientes criterios que dicen: Época: Novena Época, Registro: 190206, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIII, Marzo de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.1o.A.38 A, Página: 1731, que dice: 
“COMPETENCIA, FUNDAMENTO DE LA, EN CASO DE DELEGACIÓN DE FACULTADES. La delegación de facultades, como una técnica de transferencia de una competencia propia de un órgano superior de la administración pública a favor de un órgano inferior, persigue como propósito facilitar los fines del primero, cuya justificación y alcance se encuentran en la ley orgánica, reglamento interior o acuerdo del titular, y si bien es cierto que para el perfeccionamiento del acto delegatorio se requiere la reunión de varios requisitos de índole legal, entre otros, la existencia de dos órganos, el delegante y delegado, la titularidad por parte del primero de dos facultades, una que será transferida y otra la de delegar y la aptitud del segundo para recibir una competencia por la vía de la delegación, tales requisitos son necesarios para la emisión del acuerdo delegatorio; sin embargo, cuando el delegado emite un acuerdo por virtud de tal delegación, su competencia queda fundamentada en la medida en que se cita el acuerdo delegatorio y la fecha de publicación en el órgano de difusión oficial, pues de estimar que el delegante tiene que manifestar expresamente dicha delegación en cada uno de los actos que emita el delegado por virtud del acuerdo delegatorio, éste perdería su razón de ser, que no es otra cosa más que facilitar los fines del delegante.  PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

Criterio de la Época: Octava Época, Registro: 391551, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo III, Parte TCC, Materia(s): Administrativa, Tesis: 661, Página: 482  que dice:

“DELEGACION DE FACULTADES. Nuestro régimen jurídico ha consagrado la delegación de facultades como una técnica de transferencia de una competencia propia de un órgano superior de la Administración Pública en favor de un órgano inferior, y que persigue como propósito facilitar los fines de aquél y cuya justificación y alcance se hallan en la Ley Orgánica, puesto que para el perfeccionamiento del acto delegatorio se requiere la reunión de varios requisitos de índole legal, entre otros, la existencia de dos órganos, el delegante y el delegado, la titularidad por parte del primero de dos facultades, una la que será transferida y otra la de delegar y la aptitud del segundo para recibir una competencia por la vía de la delegación. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.”

En esa tesitura resulta ilegal el acto impugnado, consistente en el Requerimiento con número de folio **********, de fecha  **********emitido por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, que es el origen del acto impugnado en este juicio, ya que  no se encuentra debidamente fundada la competencia del Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado para emitirlo, al no señalarse en el mismo, el artículo y fracción que le otorgaba la facultad para adoptar la competencia conferida en perjuicio de la parte actora, ya que violenta la garantía de seguridad jurídica contemplada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Además, de no ser acorde con lo dispuesto por el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado, que estipula que todos los actos de la autoridad que deban de ser notificados a los contribuyentes, deben de reunir diversos requisitos, entre los que se encuentra la fundamentación y motivación del mismo, disposición legal que se transcribe: 
“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas: 

“…I. Constar por escrito; 

“…II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación; 

“…III. Señalar la autoridad que lo emite; 

“…IV. Estar fundado y motivado; 

“…V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y 

“…VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”

En ese sentido, se tiene que todo acto de autoridad, incluyendo el requerimiento de obligaciones omitidas al ser notificados a los contribuyentes, deberán de estar debidamente fundados y motivados, debiendo contemplar de manera indubitable la competencia para llevar a cabo el acto de autoridad, lo cual no ocurrió en el caso que nos ocupa, por lo que en esas circunstancias,  resulta ilegal dicho requerimiento. 

Lo que deviene a concluir que si dichos actos administrativos resultan ilegales, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también ilegales por su origen,  al ser accesorios del principal, como lo es; la Notificación del Requerimiento en comento, practicada el día **********, así como su correspondiente citatorio del día anterior; y el Crédito Fiscal  ********** relativo a la Determinación de Multas por Infracciones de fecha **********, emitido por el Director General de Ingresos de las Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, visible en fojas 24 a la 30 de este sumario; ya que son actos administrativos que resultan ilegales  y  viciados desde su origen, por el ilegal acto que los generó, el cual depende de su legalidad para que los subsecuentes actos sean legalmente válidos en contenido y ejecución. 
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa Del Primer Circuito, con No. Registro: 252,103, Jurisprudencia, Séptima Época, Instancia: Tribunales, Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo: 121-126 Sexta Parte, que a la letra dice:
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal

En ese contexto si la Demandada no logró demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por el actor, lo que se traduce en que no se probó en este juicio por parte de la Demandada, que  hubiera ejercido sus facultades de comprobación o requerimiento por incumplimiento, respecto del Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP) que le requieren, por lo que debe sostenerse que el pago del crédito fiscal que efectuó la parte actora del impuesto reclamado, y que reclama en el primero de sus conceptos de impugnación del escrito inicial de demanda,  referente al pago que hizo de las declaraciones de pago mensual del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneración al Trabajo Personal,  de los periodos fiscales de los meses de enero a diciembre del año**********y de enero a diciembre de**********y de enero a diciembre de**********y los meses de enero, febrero, marzo, abril y mayo de **********, fueron hechos conforme a lo dispuesto por el artículo 146 del Código Fiscal del Estado, que establece que no se impondrán multas cuando el contribuyente cumpla espontáneamente con su obligación, aun cuando sea fuera del plazo, numeral en cita que  a letra dice: 

“ARTICULO 146.- No se impondrán multas cuando el contribuyente o responsable solidario cumpla espontáneamente con su obligación, aún cuando sea fuera del plazo. Se considera espontáneo el cumplimiento cuando la omisión es corregida o el pago efectuado antes de que se notifique la resolución en la que se determine la obligación incumplida, o el requerimiento para su cumplimiento; así como, antes de que se notifique el inicio del ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad. También se considera espontáneo el cumplimiento que se haga dentro de los quince días siguientes a la presentación del dictamen de contador público registrado, en el que se haga constar el incumplimiento en cuestión, en su caso. 

“Tampoco se impondrán sanciones en casos de fuerza mayor o caso fortuito debidamente acreditados. 

“Si la infracción deriva de la intervención de funcionarios o empleados fiscales, así como de notarios o corredores públicos, el contribuyente no estará obligado al pago de las multas, las que serán a cargo de quien la originó.”

Por tanto debe sostenerse que el pago que efectuó la parte actora en comento, fue hecho de forma espontánea conforme lo establece  el artículo 146 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; por lo que el cobro del mismo es improcedente, en virtud de que a la fecha en que lo requieren que fue el **********había sido cubierto por la accionante de forma espontánea, según demostró con la impresión de los recibos de pago a nombre de la actora, expedidos por la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, que corresponden a los pagos efectuados por el Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP) que obran a fojas 31 a la 71, y que adquieren valor probatorio pleno conforme lo dispuesto por el artículo 90 fracción I de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, que le fueron requeridos, por lo que dichos pagos deben ser considerados por la demandada como espontáneos y por lo tanto no debe ser exigidos por la autoridad demandada, conforme  el artículo 146  del Código Fiscal del Estado.
En base a lo anterior, En tal virtud a juicio del Magistrado Titular de esta Tercera Sala Unitaria,  con fundamento en los artículos 94, 95 fracciones I y III, 96 y 97 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos reclamados consistentes en;  el Requerimiento de obligaciones omitidas número**********, de fecha  **********  emitida por el Director  de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaria de Finanzas del Estado de San Luis Potosí, y la Notificación del Requerimiento en comento, practicada el día **********, así como su correspondiente citatorio del día anterior; y el Crédito Fiscal  ********** relativo a la Determinación de Multas por Infracciones de fecha **********, emitido por el Director General de Ingresos de las Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; y por consecuencia la NULIDAD TOTAL, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia; debiendo las autoridades demandadas dejar sin efecto el requerimiento fiscal impugnado y registrar el pago espontaneo efectuado por la parte actora, relativo al Impuesto Sobre Erogación por Remuneración al Trabajo Personal (ISERTP) de los períodos  fiscales antes citados.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece en su primer párrafo que “las Sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno”, y con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo, se previene a las Autoridades Demandadas, para que dentro de los diez días siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia favorable a la Parte Actora, informe sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la Parte  Actora de lo proveído para su cumplimiento, apercibidas  que de no cumplir con lo ordenado, se iniciara en su contra el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por el artículo 100 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicando las multas y determinaciones que en su caso procedan.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y con apoyo además en los artículos 3º, 18 fracción I, 19 fracciones I y II, 94, 95 fracción IV, 96, 97 de la Ley de Justicia Administrativa es de resolverse y se,

R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL dejándolos sin efecto, de acuerdo a los razonamientos precisados  en el considerando Séxto de la presente sentencia.

TERCERO.- Se previene a las Autoridades Demandadas por el cumplimiento de la presente Sentencia.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 

